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HERNÁN DARÍO CADAVID MÁRQUEZ
Representante a la Cámara





[bookmark: _GoBack]Bogotá, 29 de octubre de 2024

Doctora
ANA PAOLA GARCÍA SOTO
Presidenta de la Comisión Primera Constitucional Permanente


Asunto: Informe de ponencia de archivo para segundo debate (primera vuelta) al Proyecto de Acto Legislativo No. 336-2024C “Por medio del cual se adopta una reforma política y electoral”.

Respetada señora presidenta,

En cumplimiento de la designación realizada por la Honorable Mesa Directiva de la Comisión Primera Constitucional Permanente de la Cámara de Representantes, y de conformidad con lo establecido en el artículo 156 de la Ley 5ª de 1992 y ss, nos permitimos rendir informe de ponencia de archivo para Segundo Debate del Proyecto de Acto Legislativo No. 336-2024C “Por medio del cual se adopta una reforma política y electoral”, en los siguientes términos:


I. TRÁMITE LEGISLATIVO

El 24 de septiembre de 2024, se radicó ante la Secretaría General de la Cámara de Representantes el Proyecto de Acto Legislativo No. 336-2024C “Por medio del cual se adopta una reforma política y electoral”, publicado en la Gaceta del Congreso número 1592 de 2024.
El 30 de septiembre de 2024, la Mesa Directiva de la Comisión Primera de la Cámara de Representantes de conformidad con el Acta No. 10 y con base en lo establecido por el artículo 150 del reglamento Interno decidió designar como ponentes a los Honorables Representantes: Heráclito Landinez Suárez (c), Carlos Felipe Quintero Ovalle (c), Jorge Eliécer Tamayo Marulanda (c), Hernán Darío Cadavid Márquez, Duvalier Sánchez Arango, Juan Carlos Wills Ospina, Diógenes Quintero Amaya, Oscar Rodrigo Campo Hurtado, Luis Alberto Albán Urbano y Marelen Castillo Torres.


II. OBJETO DEL PROYECTO

El objeto del Proyecto de Acto Legislativo No. 336 de 2024 propone una reforma política y electoral que pretende resolver problemas estructurales del sistema político y electoral, buscando mayor transparencia, equidad y una representación más adecuada de las fuerzas políticas en las instituciones.

III. CONTENIDO DE LA INICIATIVA 

El proyecto consta de 9 disposiciones que modifican los artículos 107, 108, 110, 179, 262, 264, 265 de la Constitución, crea como nuevo el artículo 265A y regula la vigencia de toda la reforma.

	Número del Artículo
	Resumen del Contenido

	Art. 1°
	Modifica el artículo 107 de la Constitución Política

	Art. 2°
	Modifica el artículo 108 de la Constitución Política

	Art. 3°
	Modifica el artículo 109 de la Constitución Política; aborda la financiación estatal de las campañas y funcionamiento de los partidos y movimientos políticos.

	Art. 4°
	Modifica el numeral 6 del artículo 179 de la Constitución Política

	Art. 5°
	Modifica el artículo 262 de la Constitución Política

	Art. 6°
	Modifica el artículo 264 de la Constitución Política. 

	Art. 7°
	Modifica el artículo 265 de la Constitución Política

	Art. 8°
	Incluye un artículo nuevo “265ª” a la Constitución Política. Se adiciona la carrera administrativa.

	Art. 9°
	Vigencia.




IV. AUDIENCIA PÚBLICA
El día 25 de octubre de 2024, a las 9:00 a.m., se llevó a cabo una audiencia en las instalaciones de la Comisión Primera Constitucional de la Cámara de Representantes. En esta sesión, los diferentes asistentes expusieron sus puntos de vista sobre los temas en discusión.
Es importante destacar que los participantes expresaron opiniones sobre los puntos claves del debate, permitiendo un intercambio de perspectivas valiosas que incluimos de la siguiente forma: 
1. Asistentes:
· Viceministro Gustavo García
· Presidente del Consejo Nacional Electoral
· Alejandra Barrios, Directora de Misión de Observación Electoral (MOE)
· Representante de Colombia Justa y Libre
· Observatorio Agenda Legislativa (Universidades Externado y Rosario)

2. Asistencia Remota:
· Juan Felipe Quintero (Coordinador de H.R.)
· Jorge Eliécer Camayo (Coordinador Ponente): A favor del fortalecimiento de partidos.

Argumentos en Contra sobre Algunos Aspectos del Proyecto:

· Gerardo Andrés, Transparencia por Colombia: Señaló que uno de los objetivos del proyecto es la igualdad de condiciones en el financiamiento de campañas políticas mediante un sistema de financiación 100% público. Sin embargo, argumenta que esto no resolverá problemas estructurales como la dependencia de fondos privados y el riesgo de financiamiento ilícito. Un sistema de financiamiento público efectivo debería incluir cuatro elementos clave:

· Control estricto del gasto: Es necesario un control riguroso sobre los gastos de campaña, especialmente en publicidad, y una metodología objetiva para calcular los costos reales.
· Rendición de cuentas pública y efectiva: Los partidos y movimientos que reciben fondos públicos deben someterse a una rendición de cuentas transparente y eficaz.
· Autoridad electoral fortalecida: Se requiere una autoridad electoral con capacidades suficientes para controlar y sancionar el uso de fondos públicos, asegurando su independencia, imparcialidad y eficiencia.
· Mecanismos ágiles para detectar y sancionar el financiamiento ilícito: Es indispensable implementar sistemas rápidos y eficientes para identificar y sancionar el ingreso de fondos ilícitos.

Gerardo Andrés también recordó la experiencia de las elecciones CITREP 2022, donde a pesar de los intentos por limitar el financiamiento privado, los candidatos tuvieron dificultades para acceder a los fondos públicos, generando falta de transparencia. Sugiere un modelo de financiamiento mixto con fuerte componente estatal y medidas adicionales, como un registro de proveedores electorales, implementación de listas cerradas, y un Consejo Nacional Electoral (CNE) independiente.

Concluyó que un sistema completamente público, sin implementación adecuada, podría incentivar el financiamiento ilícito. Se requiere fortalecer la transparencia y las capacidades de las autoridades para el cumplimiento de las normas.
· Verónica Tabares, Viva la Ciudadanía:
· “Es necesario que sea claro con la participación efectiva de las mujeres y que haya coherencia con el tema de las listas cerradas y paritarias, que haya alternancia o en cremallera.”

· “Se debe aclarar la mínima cuantía en la financiación de campañas porque no es claro.”

· “La financiación de campañas no sea por entes privados y que la financiación de partidos políticos establezca un máximo razonable de aportes a privados para que no haya dueños.”

· “Fortalecer el CNE y se incorpore su reglamentación para fortalecer la investigación y cumplimiento de funciones, cosa que no habla la ponencia.”

· “En relación con los mecanismos democráticos, deben incluirse sanciones a todas las organizaciones.”
· Jorge Iván, ESAP:
· “Las listas cerradas y bloqueadas pueden tener el riesgo de que el partido tenga personalismos e intereses.”
· “El CNE requiere una profunda reforma; los requisitos deben ser de la mayor exigencia posible, pero debe darse confianza y garantías frente a la opinión pública con la mayor idoneidad.”
· Verónica Tabares – Viva la Ciudadanía:
· “Es necesario establecer claridades sobre lo que significa mínima cuantía en la financiación de campañas, pues el texto no es claro y es necesario incorporar principios de transparencia.”

· “Incorporar sanciones para los partidos que no establezcan mecanismos de participación democrática interna, para que esta reforma no quede en retórica y se establezcan elementos de obligatoriedad.”

· Rafael Alexis Torres – Partido del Trabajo de Colombia:
· “La decisión de listas cerradas y bloqueadas termina cerrándole el paso a la posibilidad de listas abiertas… Nosotros creemos que la democracia no se puede cerrar.”

· Alejandra Barrios – Misión de Observación Electoral:
· “Se establece la base de la figura de partido político y movimiento político en el 0,2% del censo electoral… Departamentos como San Andrés, Guaviare, Vichada, Guainía, Amazonas necesitan reglas especiales porque son menores al censo electoral.”
· “Tiene que haber una diferencia entre derechos y obligaciones si no se pasa el umbral.”

· Oscar Samuel González Torres – Estudiante, Universidad de los Andes:
· “El Estado colombiano no tiene la capacidad fiscal exclusiva para financiar las campañas electorales… Se puede esperar un atraso en el giro de recursos a partidos de oposición por estar a merced del Ministerio de Hacienda.”
· “No es transparente entregarle la personería jurídica a los partidos y movimientos actuales para las elecciones del 2026; eso parece un poco conveniente.”

· César Celis – Presidente, Veeduría Motociclistas:
· “Para hacer una recolección de firmas en un municipio es muy engorroso y muy costoso; a veces solo situaciones con músculo financiero pueden realizarlas… Revisen si de manera gradual se puede financiar el 25%, 50%, 75% para que esta no sea una barrera para que un grupo significativo de ciudadanos pueda participar en unas elecciones.”

Este informe resume algunas intervenciones y argumentos expresados durante la audiencia, reflejando las diversas opiniones sobre el Proyecto de Acto Legislativo 336 de 2024.


V. CONTENIDO DEL PROYECTO, CONVENIENCIA Y FUNDAMENTOS JURÍDICOS

1. FRENTE AL NUEVO RÉGIMEN DE OTORGAMIENTO DE PERSONERÍA JURÍDICA A ORGANIZACIONES POLÍTICAS 
Como se lo reconoce dentro de la motivación del proyecto de acto legislativo, la creación de un nuevo régimen para la adquisición de la personería jurídica por parte de las organizaciones políticas, efectuando una distinción entre partidos y movimientos, es uno de los ejes primordiales de la iniciativa. Según el texto, este fortalecería el sistema democrático en Colombia; sin embargo, consideramos que, contrario a ello, su consagración se traduciría en una grave limitación a los derechos políticos de la ciudadanía, especialmente en las circunscripciones territoriales.
Esta medida impondría barreras significativas para la constitución de nuevas fuerzas políticas, dado que las organizaciones que no alcancen el número de afiliados establecidos podrían verse privadas de su personería jurídica, limitando de manera considerable la pluralidad política y la representación de sectores minoritarios. En particular, afectaría el derecho de los ciudadanos en regiones apartadas, donde los movimientos locales suelen tener un impacto más directo en la vida comunitaria, promoviendo la participación política más cercana a las realidades territoriales.

Al centralizar las exigencias para la creación de partidos y movimientos, el proyecto tiende a consolidar un sistema bipartidista o dominado por grandes coaliciones, dejando fuera a agrupaciones que representan la diversidad ideológica del país. Esto podría resultar en un debilitamiento del debate democrático, donde las voces de las comunidades y sus intereses específicos queden marginados.

Además, es crucial considerar que, en un sistema político donde se establecen requisitos excesivos para la creación de nuevos movimientos, se corre el riesgo de desincentivar la participación ciudadana. 

Lo anterior, contradice el objeto del proyecto, que es fortalecer la democracia, ya que la verdadera fortaleza de un sistema democrático radica en su capacidad para permitir y fomentar la participación activa de todos los ciudadanos.


1.1. ELIMINACIÓN DE LOS GRUPOS SIGNIFICATIVOS DE CIUDADANOS Y RECONFIGURACIÓN DE LOS MOVIMIENTOS POLÍTICOS
Por un lado, el proyecto mediante su artículo 5 elimina a los “grupos significativos de ciudadanos” como mecanismo para participar de los procesos de elección popular”. Y, por el otro, por medio del artículo 2 permite que a aquellas organizaciones políticas que cuenten con una base de afiliados de al menos el 0,2% del censo electoral nacional se les reconozca personería jurídica como movimiento político. Sin embargo, sólo tendrán derecho a postulación de listas y candidatos a nivel territorial o nacional, siempre que adicionalmente cumplan con un número de afiliados; si van a participar en el primero deberá ser mínimo del 3% del censo electoral respectivo, y para el segundo tendrá que ser mayor del 15% del censo electoral nacional.
En desarrollo del marco constitucional vigente y bajo los requisitos establecidos en el artículo 9 de la Ley 130 de 1994, los grupos significativos de ciudadanos han tenido un papel preponderante dentro de los procesos electorales. Así se refleja, por ejemplo, con la utilización de esta figura para las elecciones locales de 2023 en donde se registraron un total de 1.630 Comités aprobados para la recolección de apoyos que lograran avalar una candidatura por fuera de los 35 partidos políticos con personería jurídica en ese momento[footnoteRef:1].  [1:  Misión de Observación Electoral (MOE). Informe de observación elecciones 2023. Bogotá: MOE, 2024.] 

Siguiendo con los registros de 2023, se observa una fuerte influencia sobre las elecciones a las alcaldías municipales. Para esa circunscripción, los grupos inscritos para avalar candidaturas concentraron el 79,6% del total de grupos con 1.151 comités registrados. La siguiente tabla muestra la desagregación por cargos[footnoteRef:2]. [2:  Ibidem.] 

Tabla 1. Grupos significativos de ciudadanos inscritos según cargo de elección popular
	CARGO/CORPORACIÓN
	NÚMERO DE GSC INSCRITOS
	% DE GSC INSCRITOS

	Alcaldía
	1.151
	70,61%

	Concejo
	280
	17,18%

	Juntas Administradoras Locales
	95
	5,83%

	Gobernación
	88
	5,40%

	Asamblea
	16
	0,98%

	Total
	1.630
	


Fuente: MOE con datos de la Registraduría Nacional del Estado Civil
Los resultados de las elecciones ratifican la importancia de este mecanismo. Así, por ejemplo, los candidatos electos en Medellín y Cali lograron obtener un aval a través de la recolección de apoyos mediante los grupos significativos de ciudadanos denominados “Creemos” y “Revivamos Cali”, los cuales obtuvieron un total de 1.005.118 votos.
[bookmark: _heading=h.gjdgxs]De otro lado, la Corte Constitucional mediante la Sentencia SU-316/2021 retomó lo expuesto por la misma corporación al efectuar el control al proyecto de ley estatutaria 130 de 1994[footnoteRef:3], señalando que la “profundización de la democracia participativa fue el designio inequívoco de la Asamblea Nacional Constituyente”. Y en relación con los grupos los grupos significativos de ciudadanos, afirmó que son “una de las posibilidades dentro de las cuales los ciudadanos pueden ejercer sus derechos”, precisando, además, que pueden entenderse como el “polo opuesto” a lo que es un partido político, en la medida en que, a diferencia de este último, son “una manifestación política coyuntural que recoge una voluntad popular cuantitativamente importante”. [3:  La Sentencia SU-316/2021, retoma lo expuesto por la misma corporación en la Sentencia C-089 de 1994.] 

Por tanto, los grupos significativos de ciudadanos no solo son formalmente un pilar del principio democrático el cual es fundante dentro de nuestra arquitectura constitucional, sino que también han sido un canalizador de las diferentes expresiones políticas, especialmente en el nivel territorial como lo muestran los registros de participación en las más recientes elecciones de autoridades locales.
Así las cosas, la única vía para participar de los comicios sin necesidad de pertenecer a un partido será a través de movimientos políticos que deberán tener un número de afiliados tanto a nivel nacional como territorial. Como se expone a continuación, este modelo con doble condición se constituye en una grave afectación a los derechos políticos de aquellos ciudadanos que se organizan alrededor de unas causas o demandas solamente territoriales, pero no cuentan o no les interesa tener una estructura nacional.
En relación con el primer requisito, es decir, tener 0,2% de afiliados para obtener una personería jurídica, según el censo electoral de 2023, solo 70 municipios en el país tenían más de 77.937 personas aptas para votar, dicho de otra manera, que pudieran tener el número de afiliados suficientes para crear un movimiento político de alcance estrictamente local, algo además poco probable ya que todos los ciudadanos de ese municipio tendrían que ser parte de esta organización.
De manera similar, con el cambio introducido en la ponencia aprobada en primer debate, las posibilidades de que algún movimiento político pueda presentar una lista para la circunscripción nacional serán mínimas. Esto en razón a que necesitarían 5.834.741 afiliados en el país (15% del censo electoral); una cifra exagerada, más aún cuando se compara con los siguientes datos sobre la participación para ese nivel: i) el umbral para la votación del Senado 2022 fue de 509.709; y ii) las últimas organizaciones políticas que logró curules (4) en esa elección fue la coalición con Mira-Colombia Justa y libres con 584.806 votos. 
En suma, el nuevo modelo de reconocimiento de personería jurídica a organizaciones políticas que establece la presente iniciativa, al eliminar los grupos significativos de ciudadanos, y, a su vez, condicionar la participación de los movimientos políticos a tener un elevado número de afiliados que no responde a la realidad política nacional, limita de manera grave los derechos políticos de los ciudadanos en los departamentos y municipios del país. 

1.2. REGISTRO DE AFILIADOS
La iniciativa convierte al registro de afiliados en un factor esencial tanto en el funcionamiento de los partidos como para el otorgamiento de la personería jurídica a movimientos políticos. En las actuales condiciones, esta medida se convierte en un riesgo para la democracia ya que el Consejo Nacional Electoral y las organizaciones políticas no cuentan con las capacidades financieras, tecnológicas y de talento humano necesarias para el manejo seguro y la protección de los datos personales de los afiliados. 
Nuestro país ha tenido múltiples episodios en los que la intolerancia y la polarización política han generado conflictos violentos, fragmentación social y crisis institucionales. Por tanto, un manejo inadecuado de la filiación partidista podría generar represalias sociales o incluso enfrentamientos violentos que limiten de manera grave las libertades individuales y erosionen la democracia nacional.
Además, como se evidencia a continuación, pese a la existencia desde 2011 de un marco jurídico relacionado con el registro de agrupación políticas y sus afiliados, este no se ha cumplido; situación que comprueba lo anteriormente señalado.

La ley 1475 de 2011, establece en su artículo 3 que: 

ARTÍCULO 3o. REGISTRO ÚNICO DE PARTIDOS Y MOVIMIENTOS POLÍTICOS. El Consejo Nacional Electoral llevará el registro de partidos, movimientos y agrupaciones políticas. Los respectivos representantes legales registrarán ante dicho órgano las actas de fundación, los estatutos y sus reformas, los documentos relacionados con la plataforma ideológica o programática, la designación y remoción de sus directivos, así como el registro de sus afiliados. Corresponde al Consejo Nacional Electoral autorizar el registro de los mencionados documentos previa verificación del cumplimiento de los principios y reglas de organización y funcionamiento consagrados en la Constitución, la ley y los correspondientes estatutos

La Resolución No. 0266 de 2019 expedida por el Consejo Nacional Electoral establece en su artículo 6.3, que:

“6.3. APLICATIVO PARA LA CONSOLIDACIÓN DE LA INFORMACIÓN DE AFILIADOS.

El Consejo Nacional Electoral pondrá a disposición de los partidos, movimientos y agrupaciones políticas con personería jurídica, un aplicativo que les permita la captura y almacenamiento de los datos básicos de sus afiliados y la administración de la información referente a la afiliación, desafiliación, o de las novedades que se puedan presentar.”

1.3. AUSENCIA DE UN RÉGIMEN DE DERECHOS Y OBLIGACIONES PARA LOS AFILIADOS
El sistema de afiliados será el eje principal del nuevo modelo ya que, entre otras razones: i) de su número dependerá la personería jurídica de los movimientos políticos y la posibilidad de participar en elecciones; ii) solo ellos podrán participar en los mecanismos de democracia interna para elegir a sus candidatos e integrar las listas cerradas de sus organizaciones políticas; y iii) estos serán los únicos que estar facultados para votar en las consultas interpartidistas.
A pesar de esta importancia, la reforma no establece con claridad la obligación por parte del legislador de crear un régimen de derechos y obligaciones para los afiliados, el cual defina no solo el procedimiento de registro, sino también para el retiro, las consecuencias de la doble afiliación y aborde situaciones como la posibilidad y los alcances de votar por candidatos distintos a la organización política cuando esta no presente candidatos en la circunscripción de residencia de sus afiliados.
La ausencia de tal estipulación genera un amplio margen de subjetividad que limita el fortalecimiento de las organizaciones políticas, la democracia interna y la participación de los afiliados; lo que en su conjunto va en contravía de los objetivos centrales planteados en la parte motiva del presente proyecto de acto legislativo. 


1.4. ELIMINACIÓN DE LA FACULTAD DEL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FRENTE A LA DOBLE MILITANCIA 

Se les otorga a los partidos políticos la potestad exclusiva para sancionar por doble militancia; decisión sobre la cual el Consejo Nacional Electoral ejercerá control de legalidad. Esta medida es abiertamente inconveniente por los siguientes motivos:

i. El Consejo Nacional Electoral al ser una entidad administrativa, no ejerce funciones jurisdiccionales y por tanto no puede ejercer control de legalidad.

ii. Estaría eliminando la facultad que actualmente tiene el Consejo de Estado en materia de nulidad por doble militancia artículo 275 numeral 8 del CPACA, lo cual resulta perjudicial en la medida en que la responsabilidad política por este tipo de conductas sería notoriamente laxa.

iii. Actualmente las decisiones de los Consejos de Control Ético de los partidos tienen 2 instancias internamente; luego pasan al CNE quien decide y sobre esta decisión hay recurso de reposición; posteriormente ese acto administrativo puede ser demandado ante la jurisdicción contencioso administrativo. 

Con frecuencia el CNE por intereses políticos y en beneficio de los candidatos, termina revocando todas las sanciones de las organizaciones políticas a sus militantes. Por tanto, dejar en sus manos el control de las decisiones de los órganos disciplinarios partidistas, deslegitima el actuar de los partidos y beneficia intereses políticos individuales.


1.5. ELIMINACIÓN DE LA OBLIGACIÓN DE REALIZAR LA CONVENCIÓN CADA 2 AÑOS

A todas luces esta es una medida incoherente porque, por un lado, mientras se dice que el proyecto de acto legislativo busca fortalecer las organizaciones políticas a través de un sistema de militancia, por el otro, con esta disposición se elimina el mayor espacio para el encuentro y toma de decisiones por parte de sus integrantes que es la convención. 


2. FRENTE A LA FINANCIACIÓN
2.1. FINANCIACIÓN COMPLETAMENTE ESTATAL
La financiación de las campañas políticas con recursos completamente estatales generaría un grave riesgo para el desarrollo democrático de los procesos electorales en la medida en que gran parte de la actividad de las organizaciones políticas quedaría sometida al Gobierno Nacional de turno. Y con ello, además, se estaría atentando contra de los derechos políticos de los ciudadanos que participen en las mismas. 
En ese sentido, la oposición e independencia que son derechos fundamentales considerados como una condición esencial de la democracia participativa, podrían ser objeto de ataques a través del retraso en la transferencia de los recursos para sus respectivas campañas, o condicionar su celeridad al comportamiento de las organizaciones políticas en relación con las posturas del Gobierno.
Además, la gestión de la financiación estatal puede introducir una considerable burocracia en el proceso electoral. La asignación y control de los fondos estatales podría generar retrasos y complicaciones administrativas, afectando la eficacia de las campañas. Este aumento en la burocracia no solo eleva los costos administrativos, sino que también puede abrir la puerta a prácticas corruptas y a un mal uso de los fondos, poniendo en riesgo la transparencia del proceso electoral y la confianza de los ciudadanos en sus instituciones.

Por otro lado, una de las preocupaciones más relevantes respecto a la propuesta de financiar el 100% de las campañas políticas con recursos estatales es la realidad actual de la reposición de votos. A la fecha, existen numerosos casos en los que el Estado no ha cumplido con la devolución oportuna de estos fondos a los partidos y candidatos que participaron en procesos electorales pasados. Esta falta de eficiencia en la entrega de los recursos plantea serias dudas sobre la viabilidad de financiar completamente las campañas futuras. Si el Estado no ha sido capaz de gestionar adecuadamente la reposición de votos bajo el sistema actual, ¿cómo podrá asumir la responsabilidad de financiar el 100% de las campañas de manera eficiente y sin demoras?
La reposición de votos es un elemento crucial del sistema de financiación electoral, y su incumplimiento genera una desconfianza justificada entre los partidos políticos, especialmente aquellos que no cuentan con grandes recursos propios. La tardanza en la entrega de estos fondos afecta directamente la capacidad operativa de los partidos, los cuales dependen de estos recursos para pagar deudas, realizar actividades de mantenimiento y continuar operando entre elecciones. En este contexto, es razonable cuestionar cómo el Estado garantizará los recursos para financiar completamente las campañas futuras si aún enfrenta dificultades para cumplir con sus obligaciones actuales.
Asimismo, la implementación de un sistema que depende exclusivamente de los fondos estatales podría agudizar estos problemas financieros, incrementando las presiones sobre las finanzas públicas. Si el Estado ya muestra retrasos en la reposición de votos, una transición a un modelo de financiación total podría colapsar el sistema si no se adoptan medidas para mejorar la eficiencia y asegurar la disponibilidad de recursos a tiempo. Sin un manejo adecuado, este sistema puede llevar a un incremento en la deuda electoral, afectando no solo a los partidos y candidatos, sino también la credibilidad del proceso electoral y la confianza de la ciudadanía en la administración pública.
En resumen, la propuesta de financiar el 100% de las campañas con recursos estatales enfrenta un obstáculo logístico importante: el historial deficiente en la reposición de votos. Antes de implementar un sistema de este tipo, es fundamental que el Estado garantice la capacidad de administrar adecuadamente los fondos y cumpla con sus compromisos actuales, de lo contrario, se corre el riesgo de deslegitimar aún más el sistema electoral y afectar gravemente la competencia justa entre partidos.

2.2. DISTRIBUCIÓN DE LOS ANTICIPOS
La distribución de los anticipos generaría una afectación a la igualdad de condiciones para competir en los comicios ya que estos estarían sujetos al éxito en el certamen electoral previo, y, por tanto, dejarían en desventaja a las organizaciones políticas que no obtuvieron candidatos electos en este.
Adicionalmente, frente al otorgamiento del 10% en proporción al número de mujeres candidatas inscritas en cada lista, se considera una regla contradictoria ya que el mismo proyecto establece la obligatoriedad de las listas cerradas y paritarias, con lo cual, todas estarían conformadas por el 50% de mujeres. En lugar de promover una verdadera equidad de género en la política, la norma termina siendo un formalismo vacío, sin generar un impacto real en la inclusión de las mujeres en los espacios de poder.
En relación con el 10% en proporción al número de jóvenes inscritos, ante la ausencia de criterios para asegurar una posición especial dentro de la lista, podrían ser instrumentalizados para asegurar ese apoyo financiero, pero otorgándoles espacios en los últimos renglones. Esta práctica diluiría la intención de fomentar su representación efectiva y convertiría su inclusión en un mero formalismo financiero, en lugar de una verdadera oportunidad para que los jóvenes tengan voz y voto en la política.
Además, este enfoque no aborda las barreras estructurales que limitan la participación política juvenil. Para que los jóvenes realmente tengan un papel relevante en el proceso electoral, no basta con incluirlos en las listas; se requiere un compromiso integral que les permita ocupar posiciones destacadas y contar con las herramientas necesarias para influir en la agenda política. Sin estos elementos, la regla del 10% corre el riesgo de ser una medida superficial que no promueve cambios sustanciales en la representación de la juventud. 

2.3. LA PÉRDIDA DE INVESTIDURA O DEL CARGO POR VIOLACIÓN SOBRE TOPES MÁXIMOS, LAS NORMAS DE PROPAGANDA, EL TRANSPORTE DE ELECTORES Y MOVIMIENTOS MONETARIOS
A la sanción establecida en el artículo 109 de la Constitución Nacional por sobrepasar a los topes máximos, el proyecto le agrega la violación de normas de propaganda, el transporte de electores y los movimientos monetarios; esta última causal, no es clara frente a su alcance, lo cual genera un amplio margen de subjetividad que podría ser utilizado en indebida forma por parte la autoridad competente en estos casos.
Además, resulta confuso que no se indique con claridad cuáles serán las sanciones sobre las organizaciones políticas; esto teniendo en cuenta que cada lista cerrada termina siendo una sola campaña. 
Finalmente, también es importante señalar que la regla establecida para determinar el reemplazo de quien pierda la investidura o cargo por las razones ya expuestas es contraria al sistema de lista cerrada propuesto en esta misma iniciativa. Esto se debe a que mientras el primero habla de un nuevo escrutinio descontando los votos del candidato o lista de candidatos sancionada, en el segundo mecanismo no es posible determinar el número de votos obtenidos por el candidato responsable de la falta.

2.4. EL REGISTRO NACIONAL DE PROVEEDORES ELECTORALES
Esta medida le da la espalda a la realidad territorial del país, especialmente en relación con sus zonas rurales en donde la conectividad y acceso a internet es precario o nulo, y la informalidad es mayoritaria por parte de quienes podrían ser proveedores. 
Según el DANE, en 2022 la conexión a internet de los hogares ubicados en cabeceras fue del 67,5%, mientras que en los centros poblados y rural disperso apenas alcanzó el 32,2%. Es decir, en el primer ámbito cuatro de cada de 10 hogares no tienen conexión a internet, y de forma alarmante se evidencia como la cifra aumenta a siete de cada 10 en el segundo[footnoteRef:4]. [4:  La República. Un informe del Dane dice que de cada 10 hogares del país, cuatro no tienen internet. [En línea] [Citado el: 25 de octubre de 2024.] https://www.larepublica.co/economia/un-informe-del-dane-dice-que-de-cada-10-hogares-del-pais-cuatro-no-tienen-internet-3666477.
] 

Este escenario muestra que la exigencia propuesta en la reforma podría, por un lado, restringir de manera desproporcionada la capacidad de hacer campaña de un número significativo de candidatos en el país, dejándolos muchas veces en desigualdad de condiciones en el escenario democrático. Por el otro, también afectaría a pequeños comerciantes quienes verían reducidas de manera significativa la posibilidad de ofertar sus servicios en ciertas zonas del país.

2.5. FUNCIONAMIENTO DEL SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE EL DÍA DE LAS ELECCIONES
[bookmark: _heading=h.30j0zll]La afirmación "El Estado garantizará el funcionamiento del servicio público de transporte en todo el territorio nacional el día de las elecciones" presenta una serie de interrogantes sobre la viabilidad y efectividad de esta garantía, teniendo en cuenta el costo, la seguridad y las características en su prestación. 
[bookmark: _heading=h.22d0f2nua8c0]Por un lado, teniendo en cuenta que el servicio funciona a través de empresas privadas, su puesta en marcha durante esa fecha genera unos gastos sobre los cuales no se expone estudio alguno que determine el valor y alcance, ni tampoco existe un concepto por parte del Ministerio de Hacienda sobre la viabilidad financiera del mismo en las condiciones propuestas.
[bookmark: _heading=h.oz4dtfjo0ca]Por el otro, nuestro país registra brechas significativas entre los principales centros urbanos y las zonas rurales; en estas últimas que representan el 88% del territorio nacional, una de las diferencias más relevantes es el acceso al transporte. Dadas las condiciones geográficas y la deficiente infraestructura vial, la cobertura en la prestación de este servicio formal es limitada, al igual que las frecuencias ofertadas[footnoteRef:5].  [5:  Banco Mundial. 2023. Banco Mundial Blogs. Mejorar el transporte en las zonas rurales de Colombia cuando las escuelas y hospitales están a horas de distancia. [En línea] 18 de julio de 2023. [Citado el: 25 de octubre de 2024.] https://blogs.worldbank.org/es/latinamerica/transporte-en-zonas-rurales-de-colombia.] 

[bookmark: _heading=h.co70s3a0d4iz]Lo anterior ha obligado a las comunidades a emplear vehículos que se adapten a las condiciones del territorio. Así, por ejemplo, en la región del Pacifico es común el transporte a través de embarcaciones, o en varias zonas campesinas la utilización de carros tipo chiva. Esta situación, caracterizada por la naturaleza informal del transporte, evidencia como los dispuesto en el proyecto de acto legislativo va en contravía de la realidad nacional ya que difícilmente un operador de este tipo de vehículos cumple con las exigencias para un contrato con el Estado, lo cual dejaría sin medios para desplazarse a votar a un gran número de ciudadanos.   
[bookmark: _heading=h.vi35wsh0nb63][bookmark: _heading=h.x95r8tpgf20g]Finalmente, es importante señalar que, la propuesta de garantizar el funcionamiento del servicio público de transporte en el día de las elecciones se torna crítica no solo por las condiciones geográficas, sino también de seguridad. En amplias zonas del país, especialmente a partir de las erráticas políticas del actual Gobierno Nacional, el Estado ha perdido su control por cuenta de la expansión y fortalecimiento de los grupos armados ilegales; lo cual se traduce en la imposibilidad de proteger la actividad privada tanto para el transporte de votantes como del material electoral.
[bookmark: _heading=h.byfuwfx6bre1]La combinación de estos factores podría derivar en una baja participación y un cuestionamiento sobre la legitimidad del proceso electoral, especialmente en circunscripciones donde la violencia y las organizaciones criminales tienen la capacidad de desestabilizar el certamen electoral.
[bookmark: _heading=h.gnkfba3flbcm]Por lo tanto, no solo se necesita garantizar el transporte, sino también implementar medidas de seguridad robustas para proteger tanto a los votantes como al personal electoral en las áreas más afectadas por la violencia. De lo contrario, la promesa de un proceso electoral seguro y efectivo podría verse comprometida, exacerbando la desconfianza de la ciudadanía en las instituciones y el sistema democrático.

[bookmark: _heading=h.4tg0izdig4iv]2.6. TRANSACCIONES Y MOVIMIENTOS MONETARIOS MEDIANTE MECANISMOS Y MEDIOS DEL SISTEMA FINANCIERO
[bookmark: _heading=h.qdo6ek5430q3]Si bien esta medida tiene la finalidad positiva de busca fortalecer los controles sobre las fuentes y el manejo de los recursos para el funcionamiento de las organizaciones políticas y las campañas electorales, su aplicación irrestricta desconoce las condiciones que en la materia afrontan un número importante de ciudadanos, especialmente de quienes residen en la ruralidad nacional.
[bookmark: _heading=h.6eijr36xyfd1]La cobertura del Banco Agrario es ilustrativa; esta entidad a pesar de ser creada para llevar servicios financieros al campo colombiano no tiene cobertura en 340 municipios del país[footnoteRef:6]. Adicionalmente, la Superintendencia Financiera revela que, al cierre del año 2023, el indicador de acceso para las zonas urbanas fue de 99,5%, mientras que para los municipios rurales fue de 65,6%, evidenciando una diferencia de 33,9 pp[footnoteRef:7]. [6:  Banco Agrario de Colombia. Banco Agrario. Portafolio de servicios. [En línea] [Citado el: 25 de octubre de 2024.] https://www.bancoagrario.gov.co/25-anos-creciendo-juntos.
]  [7:  Superintendencia Financiera. 2024. Superintendencia Financiera. Reporte de Inclusión Financiera 2023: avances y retos en Colombia. [En línea] 4 de junio de 2024. [Citado el: 25 de octubre de 2024.] https://www.superfinanciera.gov.co/publicaciones/10115193/reporte-de-inclusion-financiera-2023-avances-y-retos-en-colombia/#:~:text=El%20acceso%20a%20productos%20financieros,en%202023%20.
] 

[bookmark: _heading=h.p8qfa2kvgf8g]Este panorama sobre las dificultades de acceso al sistema financiero evidencia las barreras existentes para que la disposición analizada pueda ser cumplida, lo cual se traduciría en una limitación desproporcionada a los derechos a la participación política de amplios sectores en Colombia.

3. FRENTE A LAS LISTAS CERRADAS Y BLOQUEADAS
Sin lugar a duda, el tipo de listas para la conformación de las corporaciones públicas tiene un papel central dentro del sistema electoral y sus efectos sobre los partidos políticos, el vínculo de estos con los electores e incluso frente a la percepción que puede tener la ciudadanía en relación con la calidad de la representación democrática[footnoteRef:8].  [8:  Rodríguez Pico, Clara Lucia y Quiroga Barrantes, Maicol Andrés. 2021. La (fracasada) eliminación del voto preferente en Colombia: entre las aspiraciones normativas y la práctica política. Documento de Trabajo no 22. México : Observatorio de Reformas Políticas en América Latina y Organización de los Estados Americanos (OEA).] 

Este no es un debate nuevo en el país, de hecho, tradicionalmente la lista cerrada y bloqueada fue el mecanismo utilizado durante mucho tiempo hasta 2003, año en el que con ocasión del Acto Legislativo 01, se empezó permitir también la inscripción de candidatos a través de listas con voto preferente.
Desde ese momento, la forma de emitir el voto ha ocupado un lugar preponderante dentro de la agenda pública nacional. En ese sentido, el Gobierno Nacional presenta nuevamente una reforma política buscando establecer constitucionalmente las listas cerradas y bloqueadas, argumentado que estas permitirían principalmente: i) el fortalecimiento de las organizaciones políticas; ii) evitar la personalización de la política; y iii) mejorar el control de las campas en la medida en que se reduciría su dispersión. 
Todo esto en su conjunto, mejoraría —según se afirma—, la transparencia y reduciría los riesgos de corrupción derivados del clientelismo y el excesivo gasto electoral.

3.1. LIMITACIÓN AL SURGIMIENTO DE NUEVOS LIDERAZGOS Y CONCENTRACIÓN DE PODER DENTRO DE LA ORGANIZACIÓN POLÍTICA
Aunque los propósitos de este tipo de listas son ciertamente deseables, los medios para hacerlos realidad no son claros; prueba de ello es que, si bien la Constitución Nacional estableció que los mecanismos de democracia interna de los partidos serían regulados por una ley, hasta el momento eso no ha sido posible. De igual forma, pese a que se han realizado cinco elecciones nacionales (2006, 2010, 2014, 2018, 2022) y seis subnacionales (2003, 2007, 2011, 2015, 2019, 2023), el número de listas cerradas inscritas ha tenido un porcentaje menor.
La investigación realizada por Rodríguez Pico (2021) refleja lo anteriormente planteado[footnoteRef:9]. Su trabajo examinó a nivel subnacional los comicios de 2015 y 2019, y a nivel nacional las elecciones de 2010, 2014 y 2018. Los resultados fueron contundentes: las listas con voto preferente representan más del 69% y en varias circunscripciones superaron el 90%. [9:  Rodríguez Pico, Clara Lucia y Quiroga Barrantes, Maicol Andrés. 2021. La (fracasada) eliminación del voto preferente en Colombia: entre las aspiraciones normativas y la práctica política. Documento de Trabajo no 22. México: Observatorio de Reformas Políticas en América Latina y Organización de los Estados Americanos (OEA).] 

Este escenario refleja la necesidad imperante de concretar los criterios para escoger los candidatos y su orden en la lista, ya que su indeterminación podría no solo ser una de las causas de la baja utilización de las listas cerradas, sino también un factor que profundice los problemas que busca acabar. Sin ellos, las malas prácticas se trasladarán a los procesos internos de quienes inscriben las listas.
Así, por ejemplo, la ausencia de claridad frente a las reglas en la escogencia de candidatos permitiría la utilización de criterios subjetivos que desincentiven el surgimiento de nuevos liderazgos dentro de los partidos, ocasionando que estos se vean obligados a participar a través de la conformación de movimientos políticos, y con ello, aumente la fragmentación política impulsada por los personalismos.
En esta misma línea vale la pena recordar que los mayores éxitos electorales obtenidos a través de listas cerradas fueron los registrados tanto en 2014 como en 2022. En el primero bajo el liderazgo del expresidente Álvaro Uribe, y el segundo con la influencia del hoy presidente Gustavo Petro. Ambos desde orillas políticas distintas, pero con el común denominador de tener una figura aglutinadora de notable influencia sobre la conformación de las listas. 
La anterior situación pone en evidencia como las listas cerradas, contrario a su argumento aspiracional, en la práctica se han vuelto en espacios propicios para ejercicios políticos que incluso llegan a subordinar a la organización política en la medida en que la convierten en un instrumento para apalancar sus causas individuales. Y, por tanto, quien termina decidiendo no es el ciudadano, sino los liderazgos carismáticos dentro de estas. 

3.2. NO SE RESUELVE EL PROBLEMA DE LAS CURULES DE LOS MIEMBROS DE CORPORACIONES PÚBLICAS QUE SON EXPULSADOS O RENUNCIAN AL PARTIDO, PERO NO A LA CURUL.

Actualmente no existe estipulación constitucional o legal referente a que los miembros de las corporaciones públicas de elección popular pierdan su curul como consecuencia de la expulsión de su partido o movimiento político. Así las cosas, estos conservan su curul incluso sin partido.

El Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil al ser consultado sobre las consecuencias de la expulsión de un Partido Político con ocasión del caso de Roy Barreras y Armando Benedetti, respondió en los siguientes términos.

Concepto de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, C.P: William Zambrano Cetina. 

“Tercero: ¿Cuándo se produce al interior de un partido o movimiento político, una sanción como la expulsión, prevista como sanción dentro de los estatutos de esa organización política, está en la obligación el Presidente o la Mesa Directiva de la respectiva corporación pública, de oficio o previa solicitud del partido o movimiento político que avaló la inscripción del miembro de la corporación sancionado, (sic) proceder a llamar a ocupar la curul que ostentaba el expulsado, al candidato no elegido que le sigue en el orden descendente? La Constitución Política y la ley no han previsto que los miembros de las corporaciones públicas de elección popular pierdan su curul como consecuencia de la expulsión de su partido o movimiento político. 

Por tanto, por las razones expuestas en este concepto, ni el Presidente ni la Mesa Directiva de la respectiva corporación pública pueden llamar a ocupar el cargo a otra persona. En todo caso, de conformidad con lo previsto en el artículo 4º de la Ley 974 de 2005, las mesas directivas de las corporaciones públicas de elección popular deberán ser informadas de tales sanciones con el fin de que puedan hacerse efectivas las consecuencias de la expulsión del partido o movimiento político, en los términos expuestos en este concepto.”

Por lo tanto, el proyecto de acto legislativo omite incorporar dentro de nuestro ordenamiento jurídico una herramienta jurídicamente eficaz que le permita a los partidos políticos reclamar la curul en caso de que una persona renuncie al partido y no a la curul.


4. FRENTE AL CONSEJO NACIONAL ELECTORAL (CNE)

4.1. FACULTADES SIN LAS CAPACIDADES SUFICIENTES PARA SU CUMPLIMIENTO

Se le otorgan facultades al Consejo Nacional Electoral (CNE) sin tener la suficiente capacidad institucional ni la presencia territorial necesaria para su cumplimiento. Actualmente esta institución no está desconcentrada a lo largo del país, y, por el contrario, solo tiene oficinas en Bogotá. Es decir, carece de una estructura que le permita desarrollar adecuadamente funciones a nivel subnacional. De hecho, su mayor capacidad se expresa en los Tribunales de Garantías y en Escrutinios los delegados departamentales.  

Así, por ejemplo, el proyecto de acto legislativo indica que el CNE pasará de ejercer vigilancia y control parcial sobre todo el proceso electoral; actualmente esta facultad se encuentra establecida, pero parcialmente y respecto de los escrutinios. Adicionalmente, deberá verificar las inhabilidades de las candidaturas, lo que demanda efectuar acciones de investigación dado que la información no se encuentra de manera pública. Para ambas, la institución carece del talento humano pertinente. 


4.2. FACULTAD PARA EJERCER CONTROL Y DEPURACIÓN DEL CENSO ELECTORAL

Se le otorga al CNE la facultad de ejercer el control y la depuración del censo electoral, la cual actualmente ejecuta la Registraduría Nacional del Estado Civil. Esta decisión no solo es inconveniente dada la carencia de capacidades institucionales por parte del CNE, sino también porque afectaría la separación de poderes y con ello se generaría un riesgo frente a la transparencia e imparcialidad en los certámenes democráticos.

El censo electoral es un factor determinante en la medida en que permite identificar el número de ciudadanos que pueden válidamente sufragar, y de esa manera, el Estado controla, planea, organiza y desarrolla tanto las elecciones a cargos uninominales o de corporaciones, como también los mecanismos de participación.

Un error producto de una acción u omisión en su manejo podría, por ejemplo, desequilibrar la decisión popular en un referendo ya que en este de tipo de mecanismos el número de personas aptas para votar impone la cantidad de sufragios requeridos frente a la aprobación o rechazo de la iniciativa puesta en consideración de la ciudadanía.

Por tanto, transferir esta responsabilidad del censo electoral al CNE sin garantizar que dicha institución cuente con los recursos y la independencia necesarios no solo pone en peligro la transparencia de las elecciones, sino que también genera un riesgo significativo en la protección del sistema democrático en su conjunto.


4.3. CONTROL Y REVISIÓN DE LAS ACTUACIONES Y DECISIONES ADOPTADAS POR LA REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL

Se le otorga la facultad al Consejo Nacional Electoral de ejercer control y revisión de las actuaciones y decisiones adoptadas por la Registraduría Nacional del Estado Civil. La indeterminación en los alcances de esta medida podría generar conflictos de competencias o extralimitaciones que terminarían afectando de manera grave el desarrollo de los distintos procesos electorales.

El control sobre los actos de la Registraduría Nacional del Estado Civil debería ser ejercido por la jurisdicción contencioso-administrativa, en lugar de que esta función recaiga en el Consejo Nacional Electoral (CNE). La justicia contencioso-administrativa tiene como objetivo garantizar la legalidad de las actuaciones de la administración pública, lo que incluye las decisiones tomadas por la Registraduría en el contexto de los procesos electorales.
 
Al delegar el control sobre las actuaciones de la Registraduría a la jurisdicción contencioso-administrativa, se garantiza que las decisiones sean evaluadas por un organismo imparcial y técnico, que no está sujeto a influencias políticas. Esto no solo asegura una mayor objetividad en el proceso de revisión, sino que también proporciona a los ciudadanos un recurso adecuado para impugnar decisiones que consideren injustas o que vulneren sus derechos. La existencia de esta vía judicial fortalece la confianza de la ciudadanía en el sistema electoral, ya que saben que tienen la posibilidad de cuestionar actos que puedan considerarse arbitrarios.
 
Además, el hecho de que el control sobre la Registraduría sea ejercido por la justicia contencioso-administrativa ayuda a preservar la separación de poderes, un principio fundamental en cualquier democracia. La intervención de un órgano administrativo, como el CNE, podría dar lugar a conflictos de interés, ya que los miembros de este consejo son en parte representantes de partidos políticos. Esto podría afectar la imparcialidad del control, generando desconfianza entre los ciudadanos respecto a la integridad de los procesos electorales.
 
Es por ello que, el control de los actos de la Registraduría Nacional del Estado Civil debe ser responsabilidad de la jurisdicción contencioso-administrativa. Esta estructura no solo garantiza la legalidad y la transparencia en la administración pública, sino que también protege los derechos de los ciudadanos, promoviendo un entorno electoral más justo y equitativo.

5. FRENTE A LA ENTRADA EN VIGENCIA DE LOS PRINCIPALES CAMBIOS QUE CONTIENE LA REFORMA

El Proyecto de Acto Legislativo introduce cambios sustanciales tanto al sistema de partidos como al régimen electoral en el país, los cuales, dado su contenido, la mayoría de ellos requerirán de leyes estatutarias para ser implementados. Por lo menos los siguientes aspectos deberán ser desarrollados mediante esa vía:
i) Régimen de derechos y obligaciones para los afiliados a las organizaciones políticas.
ii) Definición y alcance de los mecanismos de democracia interna dentro de las organizaciones políticas.
iii) Financiación de las campañas políticas.
iv) Coaliciones, fusiones y escisiones de las organizaciones políticas.
v) Manejo de los datos personales de los afiliados y las sanciones por su indebida utilización.
vi) Capacidades institucionales y presencia territorial del Consejo Nacional Electoral para el desarrollo de las nuevas funciones.
Así que, la fecha establecida por la reforma para la entrada en vigencia de todos los cambios (elecciones de autoridades locales 2027), no se ajusta al tiempo que puede tardar la aprobación de estas disposiciones dada su multiplicidad y la naturaleza especial del trámite legislativo estatutario. Esta situación, contrario a fortalecer el sistema democrático, lo pone en riesgo en la medida en que tendríamos elecciones sin los desarrollos legales necesarios para brindar seguridad jurídica, transparencia e igualdad de condiciones. 

VI. CONSIDERACIONES DE LOS PONENTES
Decidimos como ponentes al Proyecto de Acto Legislativo, apartarnos de la ponencia mayoritaria por considerar que, contrariamente a lo expuesto en su parte motiva, esta iniciativa no fortalece las organizaciones políticas, sino que, por el contrario, restringe los derechos políticos de los ciudadanos y representa un grave riesgo para el desarrollo democrático de los procesos electorales.
El proyecto presentado introduce medidas que, bajo el pretexto de mejorar la transparencia y equidad en las campañas, en realidad someten la financiación de los partidos y movimientos políticos al control del Gobierno Nacional de turno. Esta situación genera un evidente riesgo de manipulación y utilización de recursos públicos con fines políticos, lo que podría afectar de manera significativa la autonomía y pluralidad de las fuerzas políticas.
Por todas estas razones, consideramos que este proyecto de ley no solo no fortalece el sistema democrático, sino que lo debilita considerablemente, y en consecuencia, decidimos apartarnos de la ponencia mayoritaria.

IV. PROPOSICIÓN
En virtud de las consideraciones anteriormente expuestas, solicitamos a los miembros de la de la Cámara de Representantes, archivar el Proyecto de Acto Legislativo No. 336-2024C “Por medio del cual se adopta una reforma política y electoral”.

De los señores Congresistas,

	OSCAR RODRIGO CAMPO HURTADO
Representante a la Cámara
Ponente
	HERNÁN DARÍO CADAVID MÁRQUEZ Representante a la Cámara
Ponente
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